CODELCO SEPULTA LEY DE

SUBCONTRATACIÓN

Cuando se prmulgó la ley de subcontratación la presidenta anunció que se habían acabado los trabajadores “de primera y segunda clase”. Esta semana, sin embargo, Codelco -la empresa estatal más grande- decidió recurrir a los tribunales para escapar a los efectos prácticos de esa ley y no contratar a 5 mil empleados que tiene subcontatados.

¿Qué hará la Presidenta frente a la desafiante conducta de la cuprífera? ¿Permitirá que una de sus leyes estrella, apoyada transversalmente por las fuerzas políticas, se convierta en polvo? Las primeras palabras del vocero Francisco Vidal revelan que la primera instrucción es tomar palco…

Por Alejandra Matus

Este martes 18 de diciembre, ejecutivos la División Codelco Norte debían presentarse, a las 10 de la mañana, en las oficinas de la Dirección del Trabajo (DT), en calle Agustinas, justo frente a La Moneda. En la cita debían comunicar a la directora de la DT, Patricia Silva, si acatarían la fiscalización que determinó que en aquella división hay más de dos mil trabajadores que figuran como empleados de empresas subcontratistas, pero que en realidad son trabajadores de Codelco.

Sucesivamente, debían comparecer también el resto de las divisiones de Codelco y que, en su conjunto, de acuerdo con la fiscalización de la DT, han infringido la ley de subcontratación en el caso de 4.918 trabajadores.

Sin embargo, con una semana de anticipación y antes de que vencieran los plazos legales, la división Codelco Norte decidió patear el tablero y presentar un recurso de protección  en la Corte de Apelaciones de Antofagasta. Le seguirán, con recursos estampados en sus respectivas ciudades de asiento, el resto de las divisiones de la empresa estatal.

El recurso es una notificación contundente de que Codelco no pretende acatar el resultado de la fiscalización de la ley de subcontratación, sino que intentará que la Corte Suprema revoque el resultado de la fiscalización laboral. Es una apuesta sobreseguro, porque la  sala que ve esos recursos, conducida por el ultraconservador Ricardo Gálvez –magistrado que en tiempos de dictadura se negó a aceptar los recursos de amparo a favor de los detenidos desaparecidos-,  ha resuelto en contra de la DT el 70 por ciento de los recursos que se han interpuesto durante 2007 para impugnar las fiscalizaciones en torno a la Ley de Subcontratación.

El recurso de protección discute, con argumentos de forma, que la DT no tiene facultades para determinar la legalidad de una relación laboral, sino que esa atribución es privativa de los tribunales de justicia. Los empresarios se dieron cuenta de que a través de esta fórmula indirecta –y expedita, pues los recursos de protección se resuelven en cosa de meses-, podían echar por tierra las fiscalizaciones de la DT, sin necesidad de rebatir ni argumentar sobre el fondo: la veracidad de las contrataciones simuladas.

Cuando la Corte Suprema acoge los recursos de protección en contra de la DT –como ha hecho en la gran mayoría de los 54 casos que ha conocido hasta ahora- deja en un limbo a los trabajadores que habían sido “beneficiados” con la fiscalización: si quisieran hacer valer los derechos que la ley de subcontratación les da, tendrían que acudir individualmente a los juzgados laborales, sin fuero que los proteja de un despido. Hasta ahora, sólo se conoce el caso de un grupo de pionetas de Embotelladora Andina que se atrevió a hacerlo, pero tendrá que esperar más de tres años para saber si la justicia les dará la razón.

En el caso de Codelco, la paradoja es que el recurso fue interpuesto por una empresa estatal, cuyo directorio fue nombrado por la Presidenta de la República, de quien reciben instrucciones. Y que es la propia Presidenta quien promovió la aprobación de esta ley, que fue un tema crucial durante la campaña en que ella fue electa. En esa oportunidad los tres candidatos presidenciales se comprometieron con los trabajadores contratistas a impulsar este proyecto redactado por el Gobierno de Ricardo Lagos y aprobado transversalmente a comienzos del mandato de Bachelet. 

La Presidenta promulgó la ley en una ceremonia en La Moneda, en la cual anunció que esta norma terminaría con los trabajadores “de primera y segunda clase”.

Por dónde se le mire, por lo tanto, la decisión de Codelco tiene un impacto político de proporciones, que se multiplicará más aún si la Corte Suprema le da la razón a la empresa estatal.

Pese a todo, pudieron más los sombríos augurios que emitió el gabinete económico del Gobierno, respecto del impacto económico que tendría internalizar a los cinco mil trabajadores de Codelco. En su restreno como vocero, el ministro secretario general de Gobierno, Francisco Vidal, dio luz verde a la judicialización afirmando que “desde el punto de vista del Gobierno, el tema de los subcontratistas, en una empresa pública o privada, debe ser resuelto por los tribunales de Justicia. Y en Chile, se acatan las resoluciones de los Tribunales”. Un par de horas más tarde, Codelco Norte presentó el recurso de protección de la empresa estatal en contra de la DT.

Menos de dos semanas antes, el saliente Ricardo Lagos Weber, había dicho algo distinto: “Hay recursos de reposición, de revisión y siempre está la instancia judicial, pero lo fundamental es que las empresas cumplan con la ley de subcontratación”.

LOS NÚMEROS

Si hay un sector que influyó para que se legislara en tono a la subcontratación, fue el minero. Esto por el alto nivel de desigualdades y abusos laborales que hay en esa industria.

Cristián Cuevas, el Presidente de la Confederación de Trabajadores del Cobre, donde se agrupan estos empleados, afirma que la empresa siempre ha tenido clara esa situación. Aún más, recuerda que después de la primera huelga de 21 días que protagonizaron, a comienzos de 2006 se firmó un pacto con la empresa estatal donde Codelco “se comprometió a anticiparse a los efectos de la ley de subcontratación, internalizando a los trabajadores en los que la subcontratación se usaba como un subterfugio para precarizar sus condiciones y no para mejorar la eficiencia de la empresa. No cumplió. Y ahora, que la ley se aplica, le va a hacer el quite en los tribunales. Esto es de una inconsecuencia indescriptible”.

El tema de la conducta que tendría Codelco estuvo presente durante toda la discusión del proyecto de ley. Una de las preocupaciones fundamentales planteadas por la oposición fue si el Gobierno tendría la capacidad de aplicar la misma vara a la empresa pública que a la privada. Codelco, con sus 36 mil trabajadores subcontratados, estaba en la mira. Y el Gobierno prometió que no haría distingos.

No obstante, la tensión comenzó a crecer en forma paulatina desde que, a medidos de este año y tras el segundo movimiento de los subcontratistas, la Dirección del Trabajo inició la fiscalización de la industria minera.

La directora del Trabajo, Patricia Silva, sostiene que durante el proceso no recibió presiones políticas. “La verdad es que nos dejaron trabajar tranquilos”, sostiene. La entidad fiscalizadora se centró en algunas faenas, que reúnen a un poco más de 15 mil subcontratados. Menos de la mitad de la fuerza total externalizada.

Sin embargo, fuentes gubernamentales y un ex ministro de la Concertación revelan que la presión se hizo a nivel presidencial y ministerial. Los ejecutivos de Codelco, con el apoyo del ministro de Hacienda, Andrés Velasco, presionaron en tres sentidos: para que el informe se postergara el máximo de tiempo posible; para que su contenido se mantuviera en la máxima reserva, y para que su alcance en número no superara los 2000 trabajadores, los cuales, esperaban tampoco fueran identificados.

No obstante, la “negociación” se hizo inviable, pues reducir a tal nivel el número de faltas detectadas hubiera implicado falsear los datos. Desde el punto de vista político eso implicaba enfrentarse a la furia de trabajadores que hace tiempo están conscientes de la realidad de su sector.

Fuentes gubernamentales consultadas por The Clinic revelan que el número inicial de infracciones era, de hecho, mayor y que la DT hizo algunas concesiones en sus hallazgos iniciales. Esto, porque el Ministerio del Trabajo, presionado a su vez por el “gabinete económico”, se comprometió a encontrar una “solución intermedia”. Así se llegó a los 4.918 que fueron finalmente notificados, aunque hasta último minuto Codelco esperaba que el número no superara los 2000 operarios.

Según Cuevas, otro actor que presionó activamente para que Codelco recurriera a los tribunales fue Raimundo Espinoza, presidente de la Federación de Trabajadores, que reúne a los empleados que tienen contrato con Codelco.

“Nosotros sabemos de buena fuente que Espinoza apoyó la idea de la empresa de judicializar el tema, para ganar tiempo, y que les ofreció una fuerza de mil 700 trabajadores leales a él para ocupar los puestos de planta que la empresa estaba dispuesta a otorgar”, afirma Cuevas.

“Aquí no sólo hay un problema de costos”, acota el dirigente. “Es un problema de poder. Ellos saben que si contratan a nuestros asociados, estos van a llegar a renovar a esa dirigencia sindical mexicanizada que tienen. Y ni Raimundo Espinoza ni la empresa quieren eso”.

Cuevas también rebate que la gestión económica de la empresa esté en riesgo con la internalización de los casi 5 mil subcontratistas. Esto debido a que los subcontratados nunca han trabajado gratis para la empresa. Codelco siempre ha pagado por ellos, el punto es que una parte de su salario se va al contratista.  “Si lo que Codelco le paga a los contratistas llegara directamente a los trabajadores, estos podrían ganar entre 800 mil pesos y un millón, y no los 250 mil que ganan hoy. Eso, sin aumentar un peso los costos de la empresa”, afirma.

Al cierre de esta edición los trabajadores dirigidos por Cuevas debatían qué acciones tomar frente a la judicialización. Muchos actores visualizan que si Codelco triunfa en los tribunales, la Presidenta comenzará su tercer año de gobierno en un ambiente de fuerte agitación laboral.

LO QUE VIENE

Ocurre que lo que finalmente ocurra con los subcontratados de Codelco, no sólo afecta a esos 5 mil trabajadores. Patricia Silva, directora de la DT reconoce que lo que resuelva la Corte Suprema en este caso marcará un hito incuestionable: “Si el Poder Judicial desconociera nuestras facultades en un sector tan importante como el minero, habría que pensar qué eficacia real puede tener la ley”, dijo a The Clinic, antes de conocer la decisión de Codelco y cuando aún están pendientes las fiscalizaciones de la DT en el mundo agrícola, forestal y salmonero, por sólo mencionar algunos.

Fuentes del Ministerio del Trabajo consideran que al haber adoptado la vía del recurso de protección, “Codelco cometió un tremendo error político, porque, en lo formal, estos recursos no resuelven el problema de fondo. Aunque la Corte Suprema diga que la DT no tiene facultades para levantar las actas de constatación de las infracciones o para aplicar las multas, no va a decir si esos trabajadores estaban bien o mal contratados”. 

“Codelco tuvo una oportunidad histórica para regularizar una situación de abuso real. Se podía discutir en qué magnitud, pero hay una cifra que existe”, añade la fuente.

En el ámbito político se plantea un problema aún más complejo. Si Codelco prevalece, es el Gobierno y su Presidenta quien va a pagar el costo de la defunción de la ley de subcontratación. Para remediarlo, habría que presentar un nuevo proyecto de ley que reconozca a la Dirección del Trabajo las facultades que siempre creyó tener. Salvo que la Corte Suprema estime luego que la ley no puede aplicarse porque viola los derechos constitucionales de alguna gran empresa.

